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1.  FINALIDAD Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

Es conocida la especial gravedad que presenta el desempleo juvenil en nues-
tro país (una de las tasas más altas dentro de la UE), en gran parte debido a la falta 
de experiencia práctica que suele acompañar a este colectivo, lo cual dificulta 
sobremanera su capacidad de inserción en el mercado laboral. Y si bien es cierto 
que se han emprendido numerosas reformas en esta dirección, a fecha de hoy el 
problema no ha quedado definitivamente zanjado. En tal sentido, el proyecto de 
estatuto de las personas en formación práctica puede suponer un gran impulso 
para favorecer la empleabilidad de las personas jóvenes, garantizando la adquisi-
ción de una formación práctica adecuada en un entorno real, y tratando de promo-
ver la continuidad de su carrera profesional allí donde haya recibido la formación.

La regulación de esta materia ha sido muy reclamada (y esperada) desde 
distintas instancias, debido no sólo a la dispersión normativa y asistematici-
dad que ha venido caracterizando a este tipo de programas formativos, sino 
por la necesidad inaplazable de dignificar la precaria situación de quienes 
acceden a los mismos, y poner fin a la figura de los “falsos becarios”.

Hasta la fecha ha existido un abanico muy amplio de prácticas no laborales, 
cada una de ellas con su propio marco regulador. Esta multiplicidad, unido a 
la falta de uniformidad en la regulación, han propiciado un caldo de cultivo de 
gran desigualdad, precariedad e inseguridad jurídica. De ahí el interés por aglu-
tinar en una única norma esta cuestión, garantizando que el período de prácticas 
no laborales se desarrolle en condiciones homogéneas y dignas.

El proyecto presentado el 9 de marzo de 2023 responde al compromiso 
adquirido por el Gobierno en el Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciem-
bre, de medidas urgentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad 
en el empleo y la transformación del mercado de trabajo, cuya disposición 
adicional segunda anunciaba que en el plazo de seis meses desde su entrada 
en vigor se convocaría a las organizaciones sindicales más representativas 
para abordar el Estatuto del Becario.

Y si bien es cierto que la primera reunión entre el Gobierno y los agentes 
sociales se produjo dentro de plazo (el 22 de abril de 2022), a fecha de hoy 
(mayo de 2023) se han presentado ya hasta cuatro borradores distintos.
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La última versión de Estatuto presentada en el mes de marzo delimita los 
períodos de formación práctica en las empresas u organismos equiparados, y 
establece un marco regulador común para todos ellos, abarcando los módulos 
de prácticas de los ciclos de FP y certificados de profesionalidad, y las prác-
ticas académicas externas, curriculares y extracurriculares para estudiantes.

La propuesta también resulta relevante de cara a afrontar la precariedad 
laboral que suele acompañar a las personas que se encuentran en fase de for-
mación, dignificando la situación de este colectivo durante dicho período. En 
esta línea, el texto presentado reconoce un extenso catálogo de derechos de 
distinta naturaleza que viene a reforzar de forma muy notable el <<status>> 
jurídico de este colectivo (derechos de carácter económico, de conciliación, 
información, seguridad y salud, descansos), implementando, asimismo, cier-
tas limitaciones a las empresas con el propósito de evitar el uso fraudulento 
y abusivo de esta figura.

El texto pone también fin a las prácticas no laborales en empresas, in-
corporadas a nuestro ordenamiento jurídico a raíz de la crisis económica y 
financiera desatada en 2008 y que llevó al desempleo a muchas personas, con 
especial incidencia en aquellas más jóvenes sin experiencia laboral1.

2. � LA ARTICULACIÓN DE LA FORMACIÓN PRÁCTICA: EL 
CONVENIO DE COOPERACIÓN Y EL PLAN FORMATIVO 
INDIVIDUAL

El desarrollo de la formación práctica se articula a través del acuerdo o 
convenio de cooperación, y el plan de formación individual (en adelante, 
PFI) que debe incorporarse como anexo al mismo.

Como premisa, se prevén garantías que atañen a la formación práctica, 
en esencia, la gratuidad de las prácticas ya que estas no podrán suponer 
en ningún caso el abono de contraprestación por parte de las personas 
estudiantes; y la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres en el 
acceso a las mismas, exigiendo a las empresas que procuren una presen-
cia equilibrada de sexos, especialmente en aquellos departamentos que 
presenten una menor representación de alguno de ellos entre las personas 
trabajadoras.

La realización de los programas formativos sólo será posible cuando se 
haya suscrito un convenio de cooperación entre la empresa u organismo equi-
parado2 y el correspondiente centro formativo autorizado para impartir las 
ofertas de formación de las que dichas prácticas formen parte.

1  El texto presentado deroga el Real Decreto 1543/2011, de 31 de octubre, donde se regula 
la figura, sin perjuicio de establecer el pertinente régimen transitorio. Vid. disposición derogato-
ria única.2 y disposición transitoria segunda del proyecto.

2  Dentro de los organismos equiparados quedan comprendidos tanto las entidades del sec-
tor público como las entidades sin ánimo de lucro.
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En aras de garantizar la mayor seguridad jurídica posible y en evitación 
de posibles fraudes, se exige que el convenio contemple un contenido míni-
mo, sin perjuicio de poder añadir otras previsiones adicionales que puedan 
resultar de interés a las partes. En esencia, en el convenio deberá identificar-
se el centro formativo y la empresa que suscriban el convenio; concretar el 
centro en el que se van a desarrollar las prácticas3; el objeto de las mismas; 
el procedimiento para la definición del PFI y la identificación de los proce-
sos y resultados de aprendizaje a abordar en las empresas; los derechos y 
obligaciones de los becarios (que, como mínimo, deberán respetar los que se 
enuncian en la norma y que se analizan en el apartado siguiente); el sistema 
de tutorías, describiendo los mecanismos de seguimiento y evaluación de 
aprendizajes; la coordinación, duración, y secuenciación, en su caso, de los 
períodos de formación; el régimen de ausencias y suspensión de la actividad 
formativa; la cuantía mínima por la que deban compensarse los gastos a que 
dé lugar la formación; la asignación económica vinculada, en su caso, a la 
formación y cuantía mínima de ésta; las causas de rescisión del acuerdo; así 
como los PFI que se desarrollen en base al convenio, que deberán incorpo-
rarse como anexos.

Los PFI coadyuvarán también al establecimiento de garantías y a la con-
secución de unas prácticas de calidad bajo la dirección y supervisión del tutor 
designado por la empresa y en coordinación con la persona designada por el 
centro de formación, incorporando un itinerario preciso para cada estudiante, 
que deberá prever la duración de la formación, el horario y el tiempo diario 
de su realización, siendo de aplicación en este lugar las limitaciones que en 
materia de jornada y descansos prevé la normativa laboral4.

3. � DERECHOS DE LAS PERSONAS EN FORMACIÓN PRÁCTICA

La exigencia de unas condiciones dignas en el desarrollo del período de 
formación práctica que desempeñan los estudiantes en el seno de las empre-
sas o entidades análogas constituye una reivindicación histórica. No se trata 
sólo de la constatación de una ausencia absoluta de regulación en cuanto a las 
condiciones mínimas en que este período de formación práctica deba desa-
rrollarse, sino también de que en demasiadas ocasiones dicha figura ha sido 
utilizada por algunas empresas con el fin de sustituir a trabajadores asalaria-
dos por becarios a fin de abaratar los costes ligados a la contratación laboral, 
incidiendo en perjuicio de todos: de los potenciales trabajadores que se ven 
impedidos a acceder a esos puestos de trabajo, y de los propios becarios al ser 
utilizados como mano de obra barata, sin derechos y con escasas garantías 
futuras de consolidación laboral en las empresas.

3  No obstante, cabe modificar el centro de trabajo durante el desarrollo de la formación 
práctica en base a razones justificadas de carácter formativo, y siempre que no suponga una 
variación sustancial del convenio.

4 V id. supra.
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Con el propósito de lograr unas condiciones dignas y de reforzar la pro-
tección de las personas en formación práctica, el proyecto prevé derechos 
de distinta índole que tratan de preservar, en esencia, aspectos económicos, 
de salud, descansos, derechos asistenciales, información, formación, y con-
ciliación, al tiempo que se establecen ciertas limitaciones para evitar un uso 
fraudulento de la figura.

En cuanto a los derechos de carácter económico, la propuesta de Estatu-
to trata de garantizar a toda costa la gratuidad de la formación que reciben 
las/los estudiantes. En esta línea, se contemplan previsiones distintas. De un 
lado, la prohibición de exigir y aceptar el abono de una contraprestación eco-
nómica para el acceso a la formación práctica en el ámbito de la empresa.

De otro lado, el derecho a ser compensado por los gastos ligados a la for-
mación proporcionada por la empresa o la entidad en la que se desarrollen las 
actividades formativas, que deberán serlo en cuantía suficiente para sufragar 
todos aquellos en los que la persona incurra como consecuencia de la misma, 
de conformidad con los términos que prevea el correspondiente convenio de 
cooperación. A modo de ejemplo como gastos compensables el texto se refie-
re a los correspondientes al desplazamiento, alojamiento y manutención. La 
empresa o el organismo correspondiente deberán abonar como mínimo todas 
estas cuantías en aras de evitar que la formación práctica pueda suponer algún 
coste para el estudiante, aunque, como se ha dicho, la referencia expresa a 
estos gastos concretos no puede verse como un “numerus clausus”, sino que 
se traen a colación a título meramente ejemplificativo. Así, dentro de tales 
gastos deben quedar comprendidos también los derivados de la adquisición 
de ropa o prendas de vestir, o de los útiles o herramientas que resulten nece-
sarios para el óptimo desarrollo del programa formativo.

Parece razonable admitir también que dentro de los gastos susceptibles 
de ser compensados habrá que incluir aquéllos específicos en los que el estu-
diante pueda incurrir por el hecho de desarrollar el programa formativo a dis-
tancia. Sobre este particular, cabe reparar que el proyecto de Estatuto prevé la 
posibilidad de que el desarrollo de la formación tenga lugar en modalidad no 
presencial (artículo 3.2., in fine), por lo que de elegir esta opción, la empresa 
o el organismo en cuestión vendrá obligado a asumir los gastos que dicha 
modalidad pueda generar, debiendo compensar al estudiante por ello. No se 
concretan tampoco la forma ni el momento de la compensación, pudiendo 
augurar la reproducción en este contexto de las mismas dificultades inter-
pretativas que las suscitadas con carácter general en relación con el trabajo a 
distancia a la hora de dilucidar todos extremos. No obstante, parece que den-
tro de los gastos han de considerarse incluidos tanto los directos como los in-
directos5, siendo extrapolables a este lugar los mismos criterios que se hayan 

5  Como ha precisado la doctrina, dentro del primer término cabe incluir, por ejemplo, el 
suministro de corriente eléctrica, el abastecimiento de agua, el acondicionamiento térmico o 
climatización de la estancia, las conexiones e instalaciones, etc. En tanto que el segundo grupo 
englobaría todos aquellos costes indirectos que el desarrollo de la actividad a distancia lleva 
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establecido para los trabajadores que desarrollan la prestación a distancia en 
la empresa o en el organismo donde deban desenvolverse las prácticas, para 
lo cual resultará capital lo que establezca el convenio colectivo aplicable6. 
Y también los gastos derivados del mantenimiento adecuado de los medios, 
equipos y herramientas necesarios para el desarrollo de la formación.

Por lo demás, no recaerán en la persona estudiante los costes derivados 
del traslado y estancia cuando las prácticas se desarrollen en el extranjero, ni 
los ocasionados a causa de la modificación del centro de trabajo.

En fin, en la propuesta presentada por el Gobierno no se descarta tampoco 
que las prácticas puedan ser remuneradas, como se colige de lo dispuesto en 
relación con el contenido mínimo del convenio de cooperación que deberá 
referirse también a la “asignación económica vinculada, en su caso, a la for-
mación, y cuantía mínima de esta”; o al delimitar los supuestos que pueden 
provocar la exoneración de los gastos ligados a la formación, contemplando 
entre los mismos el hecho de que “la cuantía de la remuneración sea suficien-
te para cubrir la totalidad de los gastos generados”7.

Más allá de tal supuesto, también se entiende resarcida dicha compen-
sación cuando existan becas o ayudas que cubran tales gastos, o si se pone 
a disposición de la persona en formación de todos los servicios necesarios8. 
Repárese, en relación con este último supuesto, que la exoneración del deber 
empresarial de asumir los costes derivados de la formación tiene lugar por la 
simple puesta a disposición, por lo que si una vez ofrecidos los servicios al 
estudiante, éste los rechazara, no podría exigir a la empresa el abono de la 
compensación.

implícitos, los cuales no siempre resultan fácil de cuantificar, tales como costes asociados al ser-
vicio de portería de la comunidad cuando haya que recoger y distribuir documentos o paquetes, 
etc.. Vid. sobre esta cuestión en relación con el trabajo a distancia, Hierro Hiero, F.J.: “El acuer-
do de trabajo a distancia: un instrumento en el que compendiar las condiciones de la “nueva” 
prestación de servicio”, en El Trabajo a distancia: una perspectiva global, Aranzadi, Navarra, 
2021, pp. 284 y ss. Y Gómez Abelleira, F.J.: La nueva regulación del trabajo a distancia, Tirant 
Lo Blanch, Valencia, 2020, p. 79 y ss. 

6  Sobre este extremo, vid. art. 7.b) de la LTD. De las distintas opciones de determinación 
y de cálculo de estos costes da cuenta la doctrina. Así, Lahera Forteza, J.: “Obligaciones for-
males y contenido del acuerdo de trabajo a distancia”, en El trabajo a distancia. Con particular 
análisis del real Decreto-Ley 28/2020, de 22 de septiembre, Wolters Klugger, Las Rozas, 2021, 
p. 169. Alzaga Ruíz, I.: “Derecho al abono y compensación de gastos”, en El trabajo a distan-
cia…”, op. cit., p. 404.

7  Algún autor ha ensalzado las virtudes ligadas al carácter remunerado de las prácticas 
pues el hecho de que exista un coste económico por mínimo que sea, es un síntoma más que 
positivo de la existencia de un verdadero interés en la formación del sujeto y, por ende, en el 
cumplimiento de los objetivos de las prácticas formativas externas”. Ortega Lozano, P. G.: 
“Propuestas para una adecuada y justa protección social de los becarios”, Trabajo y Seguridad 
Social de lo Juventud. I Jornadas ITSS/AESSS, Laborum, 2022, p. 250.

8  En relación con este último supuesto, piénsese a modo de ejemplo en la hipótesis de que 
la empresa ponga a disposición de las personas empleadas en la misma un autobús para los tras-
lados al centro de trabajo, o una vivienda para alojar a quienes son foráneos, haciendo extensivo 
también estas prestaciones a los estudiantes que se encuentren desarrollando las prácticas.
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La concurrencia de cualquiera de estas circunstancias exime a la empresa 
o al organismo donde se estén realizando las prácticas del abono de la contra-
prestación económica correspondiente.

Concerniente a los derechos relativos a la salud, el proyecto contempla 
tres tipos de previsiones: las destinadas a prevenir determinados riesgos li-
gados a la actividad práctica a desarrollar; el establecimiento de derechos de 
interrupción y de ausencias por tales motivos; y la prohibición de desempeñar 
actividades consideradas peligrosas.

Dentro del primer grupo cabe incardinar el derecho de las personas que 
desarrollan las actividades formativas a una protección adecuada de su salud, 
mediante la adopción de todas las medidas necesarias para la prevención de 
los riesgos laborales a los que puedan quedar expuestas a consecuencia de 
ello. Entre las medidas a considerar, las empresas u organismos asimilados 
deberán respetar como mínimo la obligación de informar y formar con ca-
rácter previo y suficiente a los estudiantes acerca de los riesgos existentes y 
las medidas preventivas a adoptar; la dotación de los equipos de protección 
individual que resulten necesarios; así como cualquier otra medida que se 
considere imprescindible en orden a preservar la seguridad y la salud de las 
personas trabajadoras con las que concurran en el desarrollo de la actividad 
formativa.

Como se infiere del propio texto, estas tres obligaciones preventivas cons-
tituyen las medidas mínimas a las que quedan sujetas las empresas o los orga-
nismos correspondientes, sin que quepa descartar la necesidad de implemen-
tar otros instrumentos adicionales en atención a las características singulares 
del puesto de trabajo o las funciones concretas a desempeñar, al lugar de 
trabajo, o a las circunstancias que concurran en la propia persona que deba 
desarrollar el programa formativo.

Aunque nada se diga al respecto, parece que deben extrapolarse  a este 
lugar las previsiones específicas que contempla la Ley de 31/1995, de 8 de 
noviembre, de prevención de riesgos laborales (en adelante, LPRL) cuando 
se trate de personas especialmente sensibles a determinados riesgos, menores 
o en supuestos de maternidad, fundamentalmente de cara a abordar una eva-
luación de riesgos acorde a las características de las personas y de su estado, 
y la adopción y el diseño de medidas de prevención y protección que resulten 
adecuadas.

O también las previsiones especiales que se recogen en otras normas ju-
rídicas, como las concernientes a la obligación de incluir en la valoración de 
riesgos de los puestos de trabajo ocupados por becarias, la violencia sexual 
entre los riesgos laborales concurrentes, debiendo informar y formar de ello 
a las mismas (artículo 12.2, in fine, de la Ley Orgánica 10/2022, de 9 de sep-
tiembre, de garantía integral de la libertad sexual).

Dentro de los derechos relacionados con la salud cabe incardinar asimis-
mo el derecho a ausentarse con motivo de visitas médicas, y a interrumpir 



El proyecto de estatuto de las personas en formación práctica	 321

temporalmente el período de prácticas por enfermedad o accidente cuando 
éstos impidan el desarrollo de las mismas. Empero, el supuesto debería ha-
berse extendido sin más a la incapacidad temporal, independientemente de 
la causa que la origine (inclusive el supuesto incorporado recientemente a 
nuestro ordenamiento jurídico de IT motivado por menstruaciones o reglas 
dolorosas –dismenorreas–).

En línea con lo anterior, y en aras de salvaguardar los derechos de concilia-
ción, hubiera sido razonable extender el derecho a ausentarse y a interrumpir el 
programa formativo a otras hipótesis distintas, en particular, por fallecimiento, 
accidente o enfermedad grave, hospitalización, o intervención quirúrgica de 
parientes, el cumplimiento de deberes inexcusables de carácter público y per-
sonal, o por motivos relacionados con el embarazo, el nacimiento, la adopción , 
el cuidado de menores, o la violencia de género o de carácter sexual.

Más allá de esta crítica, se valora positivamente que se prevea la atención 
de responsabilidades de cuidado (por las causas consignadas en el convenio 
de colaboración o por acuerdo a tres bandas entre el estudiante, la empresa 
y el centro formativo), sin que el ejercicio de tales derechos pueda empañar 
la evaluación correspondiente, así como la garantía de que las condiciones 
de formación práctica deban permitir la compatibilidad con los estudios y/o 
la actividad laboral que desarrolle la persona estudiante, sin perjuicio de lo 
previsto en el art. 23 ET.

En última instancia, se veta tajantemente la realización de trabajos peli-
grosos, en particular, las actividades previstas en el Anexo I del Real Decreto 
39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios 
de Prevención, o aquellas otras a las que la ley o los convenios colectivos 
califiquen como peligrosas9.

No obstante, dicha prohibición queda exceptuada cuando la realización 
de tales actividades resulte imprescindible para la adquisición de la forma-
ción práctica que se precise con arreglo al plan formativo individual, en cuyo 
caso la empresa deberá garantizar la vigilancia periódica del estado de salud 

9  Con arreglo a lo dispuesto en dicho Anexo las actividades que se consideran de especial 
peligrosidad que impiden la asunción personal por el empresario de la actividad preventiva, 
(obligando a las empresas de entre 250 y 500 trabajadores a constituir un Servicio de Prevención 
Propio), y ahora también la posibilidad de ser objeto de prácticas formativas, son las siguien-
tes: trabajos con exposición a radiaciones ionizantes; a sustancias causantes de toxicidad aguda 
(categoría 1, 2 y 3); agentes cancerígenos, mutagénicos o tóxicos para la reproducción; activi-
dades en que intervienen productos químicos de alto riesgo; trabajos con exposición a agentes 
biológicos (grupos 3 y 4); actividades de fabricación, manipulación y utilización de explosivos, 
incluidos los artículos pirotécnicos y otros que contengan explosivos; trabajos de minería a cielo 
abierto e interior, y sondeos en superficie terrestre o en plataformas marinas; actividades en in-
mersión bajo el agua; actividades en obras de construcción, excavación, movimientos de tierras 
y túneles, con riesgo de caída de altura o sepultamiento; actividades en la industria siderúrgica 
y en la construcción naval; producción de gases comprimidos, licuados o disueltos o utilización 
significativa de los mismos; trabajos que produzcan concentraciones elevadas de polvo silíceo; 
y trabajos con riesgos eléctricos de alta tensión.
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en los términos establecidos en el artículo 22.1 LPRL. Aunque no se precise, 
cabe entender que también resultarán aplicables las medidas de prevención y 
protección específicamente diseñadas en las normas particulares que regulan 
cada uno de estos supuestos

Por lo demás, dentro de este último grupo parece que deben entenderse 
comprendidas las actividades prohibidas a los menores en el Decreto de 28 
de julio de 1957 que regula las “Industrias y trabajos prohibidos a mujeres y 
menores por peligrosas e insalubres”, al ser una norma plenamente vigente en 
relación con estos últimos10.

Entre los derechos dirigidos a preservar la salud, cabe considerar también 
la protección frente a la violencia y el acoso, incluida la violencia y el acoso 
sexual y el acoso por razón de sexo, identidad y expresión de género, así 
como por orientación sexual. Aun cuando todas estas conductas suponen un 
atentado a los derechos de dignidad e intimidad suelen afectar, asimismo, a 
la salud de las personas, pues como se ha apuntado reiteradamente se trata de 
conductas pluriofensivas11.

En este ámbito está prevista la aplicación de las medidas contempladas 
en el artículo 48 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres (en adelante, LOI), que se resumen, en esen-
cia, en el deber empresarial de promover condiciones de trabajo que eviten la 
comisión de delitos y otras conductas que atenten contra la libertad sexual y 
la integridad moral en el trabajo, especialmente el acoso sexual y el acoso por 
razón de sexo, incluidas las cometidas en el ámbito digital; arbitrar medidas 
y procedimientos específicos para su prevención y para dar cauce a las de-
nuncias y reclamaciones por tales motivos; así como el deber de cooperación 
exigido a los representantes legales de los trabajadores en aras de contribuir 
a la prevención de la comisión de tales conductas mediante campañas de sen-
sibilización y la información a la dirección de la empresa de las conductas o 
comportamientos de que tuvieran conocimiento y que pudieran propiciarlos.

Así pues, todas las medidas que adopten las empresas para prevenir con-
ductas de esta naturaleza, y los procedimientos que se prevean en aras de ca-
nalizar las denuncias pertinentes, resultarán aplicables también a las personas 
que, aun no siendo propiamente trabajadores de la empresa, se encuentran 

10  Esta norma contempla un catálogo muy amplio de trabajos o ambientes de trabajo prohi-
bidos por considerar que son susceptibles de perjudicar de manera más sensible a los menores, ya 
por considerarse peligrosos, porque requieran un excesivo esfuerzo físico, o por sus condiciones 
de nocividad, toxicidad o penosidad, o los elevados índices de siniestralidad que registran.

11  En estos mismos términos se ha expresado la doctrina judicial defendiendo que el acoso 
constituye una actuación susceptible de afectar a diversos derechos, a la no discriminación, a la 
integridad física y moral, al honor, a la intimidad personal, a la propia imagen. STSJ Cataluña 
de 22 octubre 2018. Reconociendo la afectación de diversos derechos, pueden citarse también, a 
modo de ejemplo, las SSTS 11 de marzo de 2004 (RCUD 3994/2002), 17 de mayo 2006 (RCUD 
4372/2004, o 20 septiembre 2011 (RCUD 4137/2010).

En sede doctrinal, puede citarse, por todos, a Romero Ródenas, M.J.: Protección frente al 
acoso en el trabajo, Bomarzo, Albacete, 2004, p. 79..
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dentro de sus instalaciones desarrollando esta suerte de prácticas, abarcando 
también la protección a las posibles conductas de violencia y acoso que se 
produzcan a través de medios digitales (envío de correos electrónicos, whats-
apps, etc.).

Aunque el proyecto se remita únicamente a las medidas que se contem-
plan en el artículo 48 de la LOI, y no exija de forma explícita la inclusión de 
los becarios en los correspondientes planes de igualdad (artículos 45 y ss de 
la LOI), se colige que estos últimos también deben abarcar a dicho colectivo.

Esta lectura estaría, además, en consonancia con lo dispuesto en el Con-
venio 190 de la OIT sobre la eliminación de la violencia y el acoso en el 
mundo del trabajo, en vigor desde el 25 de mayo de 2023, cuyo ámbito de 
aplicación incluye también “a las personas en formación” .

En este orden de ideas, cabe afirmar que, de seguir adelante en estos térmi-
nos el proyecto de Estatuto del Becario, se habrá desaprovechado una excelente 
oportunidad para extender al colectivo de los becarios medidas adicionales de 
protección frente a la violencia y el acoso, planteando una reforma del Real De-
creto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley de Infracciones y Sanciones del orden social (LISOS), al objeto 
de tipificar sanciones específicas para estos casos12; o la modificación del Real 
Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Texto Re-
fundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (ET), a fin de reconocer como 
causa de despido disciplinario la violencia, el acoso sexual y por razón de sexo, 
identidad y expresión de género, o por orientación sexual, dirigidos no sólo al 
empresario y, a quienes trabajan en la empresa, o a los familiares que convivan 
con ellos (<<ex>> artículo 54.2.c) y g) del ET) sino también a las personas que 
se encuentran en la empresa desarrollando un programa formativo.

En materia de tiempo de trabajo y descansos, el futuro Estatuto trata de 
reproducir las disposiciones establecidas con carácter general para las per-
sonas trabajadoras. De este modo, las prácticas deberán ser desarrolladas 
con arreglo a la duración (número de horas totales), tiempo diario y horario 
concretos que se hayan previsto en el plan formativo, sin que su realización 
pueda sobrepasar los límites contemplados en la normativa laboral en materia 
de jornadas y descansos, resultando así de especial interés las previsiones del 
ET concernientes a la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo, el 
descanso entre jornadas o en el caso de jornada diaria continuada, descanso 
semanal, fiestas laborales y vacaciones. Ello, además, con todas las especi-
ficidades que contemplan las disposiciones estatutarias en relación con los 
menores, en particular, por lo que se refiere a la ampliación de los períodos 
de descanso semanal o en la jornada continuada.

12  Pues, como es sabido, las sanciones previstas actualmente en la LISOS para los casos 
de violencia y acoso se circunscriben a supuestos cometidos en el contexto de la relación labo-
ral, o que tienen lugar dentro del ámbito a que alcanzan las facultades de dirección empresarial 
(artículos 8.11 y 8.13.bis).
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Se prohíbe realizar actividad formativa más allá del tiempo de la forma-
ción práctica que se contemple en el plan de formación (al día, la semana 
o al mes), así como en horario nocturno o a turnos, con la única salvedad 
en estos casos de que los aprendizajes no puedan desarrollarse en períodos 
distintos en atención a la naturaleza de la actividad. No obstante, tratándose 
de estudiantes menores de 18 años, parece que estas prohibiciones han de 
considerarse aplicables en todo caso.

La posibilidad de que la formación práctica se desarrolle en modalidad no 
presencial se condiciona a que la actividad profesional a la que se refiere la 
formación lo permita, y se haya previsto en el plan de formación individual. 
De haber elegido esta opción, el período de prácticas no presenciales permiti-
do no podrá exceder del 50% de la duración total del programa formativo, si 
bien, con carácter excepcional, resulta admisible un porcentaje mayor cuando 
lo permita la normativa vigente y siempre que dicha posibilidad esté expre-
samente prevista en el título o estudios a los que se vincule la formación13.

Las personas durante el período de formación práctica tienen derecho a 
ser informadas del contenido y las condiciones de desarrollo de la formación 
antes de que dé comienzo el período formativo, y a recibir información de los 
derechos y obligaciones del país de acogida cuando las prácticas vayan a de-
sarrollarse en el extranjero. A falta de mayor precisión, cabe interpretar que el 
contenido de la información relativa a las condiciones en que deba efectuarse 
la formación deberá comprender, al menos, los datos previstos en relación 
con este mismo derecho a los representantes legales de los trabajadores: dura-
ción de las prácticas, horario, cuantía de la compensación de gastos, identidad 
de los tutores y remuneración económica prevista, en su caso14.

Se reconoce también un derecho de protección a las/los estudiantes que 
revelen o comuniquen públicamente información sobre infracciones norma-
tivas obtenidas en el marco de dichos períodos de formación frente a las 
posibles represalias que puedan sufrir por ello. En verdad, el reconocimiento 
de este derecho resulta superfluo, habida cuenta la inclusión expresa que de 
este colectivo lleva a cabo la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la 
protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de 
lucha contra la corrupción15.

13  Por tanto, son dos los requisitos que deben concurrir para que más de la mitad de las 
prácticas puedan desarrollarse en régimen no presencial. La conjunción copulativa “y” empleada 
en la norma no ofrece dudas en este sentido. 

14  El artículo 5 del proyecto, relativo a los derechos de información de los representantes 
legales de los trabajadores, prevé la obligación empresarial de informarles acerca del contenido 
de los acuerdos o convenios de formación práctica suscritos, así como los datos relativos a los 
programas de esta naturaleza que se estén desarrollando, en particular, el número de personas 
que los están llevando a cabo y sus condiciones concretas, en los términos que se indican en el 
texto.

15  Esta Ley es fruto de la transposición de la Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de las personas que in-
formen sobre infracciones del Derecho de la Unión, conocida como Directiva “Whistleblowing”. 
A tenor de lo dispuesto en el artículo 3.2 de esta Ley, la misma también resultará de aplicación a 
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En fin, el texto presentado se ocupa de concretar el derecho a recibir una 
adecuada tutorización en el desarrollo de la formación práctica en la empresa, 
delimitando las obligaciones que atañen al tutor designado por la empresa a 
quien compete la coordinación con la persona tutora del centro formativo, el 
seguimiento del itinerario formativo, y la emisión del informe final de evalua-
ción. Al objeto de poder garantizar el cumplimiento de todos estos cometidos 
el tutor podrá disponer dentro de su jornada de trabajo habitual del tiempo 
necesario para ello, limitándose, además, el número de personas tutorizadas a 
su cargo. De este modo, cada persona que desempeñe el papel de tutor podrá 
tener como máximo, de modo simultáneo, a cinco personas en formación 
práctica; o a tres, tratándose de empresas de menos de 30 trabajadores.

Por lo que atañe a la protección social, el proyecto se remite a lo que se 
disponga en la normativa específica, concretándose ésta en el Real Decreto-ley 
2/2023, de 16 de marzo, de medidas urgentes para la ampliación de derechos 
de los pensionistas, la reducción de la brecha de género y el establecimiento de 
un marco de sostenibilidad del sistema público de pensiones. Esta norma, anti-
cipándose a la aprobación del Estatuto del Becario (aunque su entrada en vigor 
se pospone hasta el 1 de octubre de 2023), procede a incorporar en el sistema 
de Seguridad Social a los alumnos que realicen prácticas formativas o prácticas 
académicas externas incluidas en programas de formación. En particular, las 
prácticas a las que concierne tal inclusión son tanto las realizadas por alumnos 
universitarios , cuando estén dirigidas a la obtención de titulaciones oficiales 
de grado y máster, doctorado, o a la obtención de un título propio de univer-
sidad (máster de formación permanente, o diplomas de especialización o de 
experto), como por alumnos de FP (siempre que no se presten en régimen de FP 
intensiva). En todos estos casos, los becarios quedan incluidos en el Régimen 
General de SS como asimilados a personas trabajadoras por cuenta ajena, o en 
el Régimen Especial de Trabajadores del Mar si las prácticas se llevan a cabo 
a bordo de embarcaciones, abarcando la acción protectora todas las contingen-
cias incluidas en el Régimen que corresponda, a excepción del desempleo, FP, 
y FOGASA. Tratándose de prácticas no remuneradas se excluye también la 
protección de IT derivada de contingencias comunes.

4.  MEDIDAS DE PROTECCIÓN FRENTE AL FRAUDE

En línea con el objetivo perseguido de atajar una práctica recurrente y per-
versa por parte de muchas empresas que utilizan las prácticas formativas para 
evitar la contratación laboral con el consiguiente ahorro de costes, se prevén 
tres tipos de medidas. La presunción de laboralidad cuando la actividad desa-
rrollada sustituya las funciones de una persona trabajadora, o cuando no exis-
ta vinculación directa entre la actividad desarrollada y el programa, currículo 

quienes comuniquen o revelen públicamente información sobre infracciones obtenida en el mar-
co de una relación de becarios. Al objeto de armar de modo suficientes este derecho, la ley obliga 
a las empresas con más de cincuenta trabajadores a disponer de un canal de denuncias interno. 
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o competencia del itinerario formativo al que esté asociada la práctica. La 
limitación del número de becarios, que no podrá superar el 20% de la plan-
tilla total del centro de trabajo16 (aunque se garantiza que cualquier empresa 
pueda ofertar prácticas a dos personas con independencia de su plantilla), 
contemplándose numerosas excepciones a tal restricción numérica cuando 
así esté previsto en el convenio de colaboración y esté justificado en aten-
ción a diversas causas: número de departamentos existentes en la empresa, 
titulaciones susceptibles de generar prácticas, exigencias de presencialidad, 
número de horas al día, y “otras circunstancias concretas concurrentes en la 
empresa”. Con arreglo a esta última cláusula se va a poder esquivar la aplica-
ción de la regla de limitación numérica de becarios en los centros de trabajo 
en un sinfín de supuestos. Y la restricción del número máximo de prácticas 
extracurriculares (480 horas por curso académico), o la duración máxima de 
las curriculares por curso académico (hasta el 25% del total de créditos de la 
titulación), o del tiempo del total de créditos (el 15%) tratándose de prácticas 
extracurriculares de títulos propios de las Universidades.

Ninguna de estas medidas parece definitiva en aras de ofrecer un mejor 
control al uso indebido de la figura de las becas. Sin perjuicio de las bonda-
des anudadas a la configuración legal de la presunción legal de laboralidad, 
el hecho de que el texto recurra a expresiones tan imprecisas y difuminadas 
van a dificultar en la práctica la detección precoz de todas estas disfunciones. 
Parece claro que la sustitución del trabajo por cuenta ajena por la actividad 
del becario es un fraude. Pero el quid de la cuestión no parece ser ese. Lo 
verdaderamente relevante es identificar bajo qué premisas suele tener lugar 
tal sustitución, y en este punto la norma no es resolutiva.

Qué duda cabe que en este terreno la jurisprudencia puede jugar un papel 
relevante dado el importante bagaje acumulado en la tarea de interpretar y 
delimitar los indicios que suelen ser más habituales a la hora de constatar los 
fraudes en este ámbito. Así, por ejemplo, además de la desvinculación de la 
actividad con el programa, el currículo o competencias a la que apunta el tex-
to, pueden barajarse también otros indicios: la duración excesiva de las prác-
ticas; el hecho de que la rotación de los becarios en relación con las mismas 
actividades se perpetúe en el tiempo; la sucesión en el tiempo sin solución 
de continuidad de diferentes acuerdos formativos con el mismo estudiante 
para desarrollar las mismas actividades; la generación de un beneficio para 
la empresa17; que no se haya designado o no se conozca la persona del tutor; 

16  La limitación se aplica en relación al centro de trabajo, por lo que si la empresa dispone 
de varios centros, la suma total de los becarios en prácticas podría exceder de tal porcentaje 
siempre que en cada uno de ellos no sobrepasen el 20%.

Resulta criticable, no obstante, la mención indistinta a la empresa o al centro de trabajo pre-
vista en esta disposición. El parámetro de referencia debería ser el mismo para todos los casos, 
tanto para limitar el número de becarios, como para delimitar las causas que pueden excepcionar 
tal limitación.

17  Como ha venido defendiendo la jurisprudencia “el rasgo diferencial de la beca como 
percepción es su finalidad primaria de facilitar el estudio y la formación del becario y no la de 
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que los acuerdos no recojan ningún sistema de evaluación; que se obligue a 
fichar al estudiante; o cuando la persona que acceda a las prácticas no cumpla 
los requisitos para realizar las mismas (porque no se disponga de la titulación 
pertinente…); o exista un elevado porcentaje de estudiantes con respecto a la 
plantilla total del servicio18.

Por otro lado, la limitación del número de becarios en los centros de tra-
bajo no parece ser la medida más apropiada, al ser un instrumento que se 
vuelve en contra de los estudiantes que potencialmente podrían acceder a 
programas formativos de esta naturaleza para adquirir experiencia y mejorar 
su empleabilidad, sin evitar tampoco la posible rotación de becarios.

Sea como fuere, las numerosas excepciones que contempla el proyecto a 
tal limitación numérica ponen de relieve que se ha optado por una regulación 
extremadamente flexible en una materia como ésta, tan crucial en orden a 
alcanzar el ansiado final de la figura del falso becario.

Sin perjuicio del deber del tutor por velar que las empresas hagan un uso 
adecuado de esta suerte de programas formativos, sin lugar a dudas, la ITSS 
jugará un papel crucial en este terreno. De ahí que la disposición adicional 
cuarta haga una llamada para que dentro de sus competencias, la ITSS inter-
venga en esta materia, facilitándole su labor mediante la puesta a disposición 
de los convenios de colaboración. En esta línea resultaría muy útil incre-
mentar las visitas a los centros de trabajo para conocer de primera mano la 
situación real de los becarios19.

En fin, tampoco hubiera estado de más incluir previsiones específicas para 
aumentar las sanciones a las empresas en todas estas hipótesis.

apropiarse de los resultados o frutos de su esfuerzo o estudio, obteniendo de ellos una utilidad 
en beneficio propio”. STS 7 julio 1998 (RCUD 2573/1997). En idéntico sentido pueden verse 
también SSTS 29 mayo 2008 (RCUD 4247/2006), 22 noviembre 2005 (RCUD 4752/2004) y 4 
abril 2006 (RCUD 856/2005).

Por parte de la doctrina, vid. por todos, González Ortega, S.: “Las becas: ¿formación, in-
serción, prácticas profesionales, trabajo asalariado?”, Trabajo subordinado y trabajo autónomo 
en la delimitación de fronteras del Derecho del Trabajo. Estudios en Homenaje al prof. José 
Cabrera Bazán, Tecnos, Madrid, 1999, p. 124 y ss. 

18  De la mayor parte de estos indicios da cuenta la STS de 13 de marzo de 2023 (rec. cas. 
132/2020), aun cuando el objeto principal debatido concernía a dilucidar si procedía o no acudir 
a la modalidad procesal de despido colectivo tratándose de un procedimiento que afectada a 180 
estudiantes que realizaron prácticas académicas extracurriculares en una Universidad, debiendo 
examinar las concretas circunstancias de cada una de tales prácticas a fin de determinar si escon-
dían una relación laboral irregular y fraudulenta.

Sobre los criterios judiciales sostenidos en materia de indicios, puede consultarse a Rodrí-
guez Iniesta, G.: “Indicios versus certezas sobre las prácticas de los becarios, criterios judiciales 
sobre las mismas”, Trabajo y …, op. cit., p. 199 y ss. Y Rosique Collado, C.: “Usos y abusos de 
las prácticas curriculares y extracurriculares. Los retos de las Universidades y otros centros de 
educación”, ïbidem, p. 227 y ss.

19  Sobre las medidas que la ITSS deberá adoptar en caso de concurrir los requisitos de 
laboralidad en estos supuestos, puede verse a Pérez Hernández, M.M.: “Actuación de la Inspec-
ción de Trabajo y Seguridad Social en materia de becarios”, Trabajo y…”, op. cit., p. 195 y ss.



328	 Nancy Sirvent Hernández

5. � INCENTIVOS PARA PROMOVER LA PARTICIPACIÓN 
EN PROGRAMAS DE FORMACIÓN PRÁCTICA Y LA 
CONTRATACIÓN LABORAl

La finalidad principal de esta suerte de programas es eminentemente for-
mativa, coadyuvando a la obtención de una experiencia real en el ámbito de 
la empresa, y mejorar así las expectativas de inserción en el mercado laboral. 
Pero puede reportar también ventajas para las empresas al permitirles expe-
rimentar las aptitudes profesionales y personales del becario y moldear su 
formación conforme a los intereses de la compañía con vistas, incluso, a una 
posible contratación futura.

Sin embargo, el papel de este período formativo como puente hacia la 
empleabilidad sigue siendo una asignatura pendiente en nuestro país.

En orden a ensalzar la figura de esta suerte de programas formativos y 
promover estas iniciativas, el texto trata de salvaguardar la gratuidad, tam-
bién desde el punto de vista de las empresas, evitando que los posibles costes 
económicos aparejados a estas prácticas puedan suponer un revulsivo para 
las mismas. A tal fin se incluyen previsiones relativas a la compensación de 
gastos20, y reducciones en las cuotas de Seguridad Social21.

Asimismo, se contemplan bonificaciones a la contratación laboral de las 
personas en formación práctica por parte de las empresas donde se han desa-
rrollado las prácticas22.

Queda por ver si todos estos mecanismos son efectivos de cara a impulsar 
el tránsito desde el período formativo hacia una inserción laboral real.

6. V ALORACIÓN FINAl

El futuro Estatuto del Becario acomete una regulación uniforme y va-
liente en una actividad escasamente tutelada y propensa a ocupar espacios 
que son propios del Derecho del Trabajo. Ante la clamorosa falta de un nivel 
de protección adecuado de las personas en formación práctica se persigue 
garantizar una actividad decente y a cubierto de las malas praxis que con 

20  La concreción de la cuantía y condiciones de estas ayudas se emplaza, llegado el caso, a 
un futuro desarrollo normativo (DA segunda).

21  A estos efectos el Real Decreto-ley 2/2023 prevé una reducción del 95% en las cuotas 
por CC para las prácticas formativas remuneradas y no remuneradas, excluyendo en ambos casos 
la cotización finalista del mecanismo de Equidad Intergeneracional.

22  A tenor de la remisión de la DA primera al art. 25 Real Decreto-ley 1/2023, de 10 de ene-
ro, se bonifica la contratación indefinida o la incorporación como persona socia en la cooperativa 
o sociedad laboral de quienes desarrollen formación práctica por parte de las empresas donde se 
realice. La bonificación en la cotización será de 138 euros/mes durante un período máximo de 
tres años, o durante toda la vigencia del contrato si se trata de una persona discapacitada 
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demasiada frecuencia suelen acontecer en este ámbito, y establecer una hoja 
de ruta para promover la continuidad en la empresa.

Aunque a lo largo del presente estudio se han puesto de manifiesto al-
gunas cuestiones objetables, y pese a ser aún pronto para prever el impacto 
que pueda tener la implementación definitiva del proyecto, no cabe más que 
aplaudir el avance significativo que supone la reforma en la construcción de 
un marco regulador que dota de mayor tutela a la siempre atormentada figura 
del becario.
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